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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL'I'RIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lrma. l5 de octubre de 2018

lln el prcsente caso, sc cvidcncia que el recurso de agravio constitlcional no está
do a una clresti¿)n dc Dcrccho de especial trascc¡deDcia constifucio¡al. En

el rccune¡te solicita que la Dirección de Pensioncs de la Policía Nacional

ASUNl'O

Rccurso dc agravio constitucional interpuesto por don Jairo Uvi Vclásquez Oliveros
contra Ia rcsolucjón dc fojas 220, de 10 de diciembre de 2014, cxpcdida por la Sexta
Sala Civil de la Corle Superior dc Justicia de Lima, que declaró infundada la dema¡da
de amparo de autos.

FUNDA]!IENTOS

a) Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cucstión de De¡echo co¡tenida en el recurso no sea de especial

trasccndcncia co¡stitucional.
c) La cuestión de De¡echo invocada contradiga un precedente del T¡ibunal

Constitucional.
d) Sc haya dccidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

dcl Perú ¡establezca su pensión por invalidez contraída en acto de sewicro;
asinrismo, quc se inaplique la auto¡ización otorgada a la Caja Militar Policial para
que cl¡ctuc la liquid¿ción de posibles cobros indebidos.

3. Dc la revisión de los autos, sc advierte que la suspcnsión se sustentó en el vinculo
laboral quc mantcnia con la Oficina de Defensa Nacional del Minislerio de Energía
y Mirl¿s, desde el 2 de ¡oviembre de 2007 hasta el 3l de diciembre de 2011.
mcdiartc contratos administrativos de servicios (folios 93 a I l1)-

4. Al respecto, debe tenersc e¡ consideración quc el articulo 6 de1 Dccreto Ley 19846,
Réginrcn dc Pensiones Militar y Policial, establece que el servidor solo podrá

1. E¡ la scntencia emitida en el tsxpediente 00987-2014-PA/TC, publicada cn cl dia¡io
oficial lll Peruano el 29 de agosto de 2014, cstc Tribunal estableció, en cl
fu¡damento 49, con caráctcr dc precedente, que se expedirá sentencia interlocutoria
dcnegato a, diclada sin más t¡ámitc, cuando se presente alguno de los sigr.tientes
supucstos, qüe igualmente están contenidos en el afículo l1 del Reglamento
Normativo dcl Tribunal Constitucional:
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pcrcibir simultáneamente un sueldo y una pensión del estado, cuando uno de cllos
provenga de seNicios docentes prestados a la enseianza pública; asimismo, la Ley
28175, Lcy Marco del Empleo Público, en su artículo 3 prohíbe la doble pcrccpción
de ingresos e¡ el sector público; por su pafte, el Decreto de Urgencia 020-2006, en

su articulo 7, rcgula la incompatibilidad dc ingresos y dispone que en el sector
público cs incompatrble la percepción de una ¡cmunc¡ación y una pcnsión,
inclurdos los honorarios por servicios no personales, asesorías o consultorias.

6- LD consecuencia, se verifica que el presente recurso de agravio ha incur¡ido en la
car¡sal de rechazo prevista en el acápite b) del fundamento 49 de la se¡teücia
cmitida cn cl Expcdiente 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del artículo l1 del
Reglamcnto Normativo del Tribuml Constitucional. Por esta razó¡, corcsponde
declarar, sin más trámite, improcedcnte el recurso de agravio constifucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la auto dad que le co¡Iiere la
Constitución Política del Peru, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado para dirimir la disco¡dia suscitada por el voto singular del
magistrado Fcrrero Costa,

Además, se incluye el fundamcnto de voto delmagistrado Espinosa-Saldaña Barem.

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑ  BARRERA c\

Lo

5. Respecto a la modificación de la resticción prescrita en el aludido decreto dc
urgencia invocada por cl actor, debe teneme en cuenta que solo resulta aplicable a
los pcnsionistas beneficiarios del Decreto Supremo 051-88-PCM, y de autos se

advierle que el actor no se encuentra comprendido dentro de los alca¡ces del
mismo.

RESUELVE

Decla¡ar IMPROCEDETiTE el rccurso de agravio constitucional.

Publiquese y notifiquese.

SS.
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDANA
BARRERA

Coi¡cido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
neccsario señalar 1o siguiente:

1. Aqui ha quedado plenamente acreditado que el recurso de agravio constitucional ¡o
encuontra respaldo eD el contenido constitucionalmente protegido de los derechos
invocados por la pafte demandante- Sieodo así, se verifica que se ha incu¡¡ido en la
causal de rcchazo prevista cn el acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida
e¡ cl Expediente 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del articulo l1 del
Reglamento No¡aativo del Tribunal ConstitucioDal.

2. Ahora bien, encuentro quc la ¡edacción del proyecto no es lo suñcientemcnte clara
para explicar las razones por las cuales aquí la cuestión dr: Derecho planteada carece
de especial tnscende[cia constitucional, confo¡mc las pautas establecidas por este

Tribunal.

3. Dn efecto, tal como ha desa¡rollado este Tribunal CoDstitucional en ¡eitcrada
jurisprudencia, al momento de emitir uI1a sentencia interlocutoria, luego de hace¡
mención a las causales de improcedencia liminar recogidas en el fundamento 49 de

"Vásquez Romero", corresponde referirsc cn forma clara, ordenada y detallada a la
causal cspcciñca en la cual habria incurrido el recurso planteado, así como cumpli¡
con explicar cuáles son los alcances de la causal utilizada.

4. De este modo, la exposición de las razones por las cualcs cl ¡ecurso incu¡re en una
causal dcteminada no solo adquiere mayor claridad, sino también se le otorga un
adecuado orden lógico a los argumentos que fundameDta¡ lo resuelto en el caso.

Dichas cualidades soD las qr¡e se espera que tenga una decisión tomada po¡ cstc
Tiibunal, en tanto se trata de un órgano jurisdiccional cncargado dc una labor tan
rclovantc como lo es la futela de derechos fundamentales.

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERÁ

S

14,4 á_
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VOl'O SINGULAR DEL MACISTRADO FERRERO COS'I'A

Con la poleslad que me olorga la Constitución, y con cl mayor respeto por la ponencla
de mi colega magistrado, emito cl prcsente voto singular, pa¡a expresar respetuosamente
quc disicnto dcl precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/l C.
SENIEN-CI^ INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, po¡ los fundamentos que a

continuación expongol

EL 'l'RtBtiNAr, CoNsrITIlcIoNAt, coi\to coRTE DE REvtsIóN o FALLO y ¡"o DE

CAS,\CIóN

2. La Ley Fundameütal de 1979 eslableció que el Tribunai de Garanlías
Constitucjonales cra un órgano de co¡trol de la Clonstitución, que tenia jurisdicción
en todo el territo o nacional para conocer, en tía de casación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituia una instancia habilitada para fallar en forma deñnitiva sobre la causa. Es

decir. no se pronünciaba sobre 1os hechos invocados como amenaza o lesión a los
JcreihL,. ¡ecunociJus cn l¿ Cun.titu.ión.

l. Fln csc scntido, Ia Lcy 23385, Ley Orgánica del T¡ibunal de Garalltias
Conslilucionales, vigenle en ese momento, estableció, en sus articulos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la lcy o la ha
aplicado en lbrma enada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolüción de la demanda, procederá a casar Ia sentencia y, luego de

señalar la deficieDcia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nucvo l'allo siguiendo sus lineanientos,
proccdinricnto quc. a todas luces. dilataba en exceso 10s procesos conslilucionales
mencionados.

4- I.ll modclo dc tutcla ante aDlenazas y vulneración de derechos f'ue seriamenre
modillcado cn la Constitución de 1993. En primer lugar, se arnplian krs
mccanismos dc lutcla dc dos a cuatro, a sabet, habeqs corpus, dtnparo, haheu)^ dctlu
y aoción de cumplimiento. En segundo lugar, sc crca al T¡ibunal Constitucional
como ó¡gano de control de Ia constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
oalifica efióneamente como "órgano dc control de la Constitución". No obstante, en

{1,{1

1. La Co¡stitució11 de 1979 creó el Tribul1a] de Garantías Constitucionales como
i¡s1ar1cia de casación y la Constitución de 1993 convitió al T¡ibunal Constitucional
en insta¡cja dc t'allo. l-a Constitución dcl 79, por primcra vez en nucstra historja
constitucional. dispuso la creación de un órgano ad /roc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremdcia constitucional y la vigencia plena
de los derechos iimdamertales.
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maleria de procesos constitr.lcionales de la libertad, la Constitución establecc que cl
Tribunai Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señala¡ que la Constituciól Politica del Perú, en su afticulo 202, inciso 2,
presc¡ibc quc correspo¡de al 'l'ribunal Constitucional "conocer, en última y
definilird inslancía, Ias resolttciones ¿lenegatoriLts diclddas en los procesos de

habeas corpus, ¿rmpato, habeas data y acción de cumplimienlo". Esta dispr,sición
constitucional, desde una posición de lia11ca tutela de los derechos flmdamentales,
cxigc que cl l'ribunal Constitucional escuche y evalúc los alcgatos di] quien sc
eslima amenazado o agraviado en un derecho l'undamental. Una lectura diversa
contravcnd a mandalos escnciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona humana y cl respeto dc su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Esiado (aÍictüo l), y "lcr obsertancía del debido proceso y fulela
¡ulisd¡cc¡ondl. Ningltha pelsofia puede ser d¿sviadu de la jurí,'dicció
predeterm¡ndda por la ley, ni $net¡dd a ptocediñ¡ento distinto de los preriamente
etldblecídos, ni ¡uzgada por órganos jutisdiccionales de excepción ni pur
comisíones especiales creadas al e.f¿cto cualquiera sea su denominación",
consagrada en el a¡tícr¡lo 139, inciso l.

6. Como se advierte. a difercncia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía d,el certioruri
(Suprcma Corte dc los llstados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fbndo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
p¡otección de su derecho en sede del Poder Judicial. I-.ln otras palabras, si lo que
está cn discusión es la supuesta alllenaza o lesión de un dcrccho fundamental, se
debe ab¡ir la via corrcspondiente pa¡a q$e el T bunai Constitucional pucda
proüullciarce. Pero la apelura de esta vía solo se produce si se permite al
pcticionante colaborar con los jueces constitucional(]s mediante un pormenorizado
¿nrli.i r d( lñ que se prctcndc. dc lo que 5e in\rca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parto como concretización de su derecho
i¡rcnunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constiluye el más
electivo medio de defensa dc los derechos luÍdamentales frente a los poderes
públicos y privados. lo cual cvidencia el triunfo de la justicia fre¡tc a la
arbitraricdad.

8. I-a administracií¡n de justicia constitucional de Ia libefad quc brinda el T bunal
Constitucio¡al, desde su creación, cs respetuosa, colno coresponde, dcl dcrccho de

Wl

Iil, D¡tRECIro 
^ 

sER oÍDo coNro ITANITEST^C¡óN DE LA DEltocRA rtzACIóN DE Los
PRocltsos CoNSTITUCIo¡*at,f,s DE LA LtBERTAt)
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9. Precisamente, mi ale.jamiento respecto a la cmisión de una resolución constilucional
sin rcalizarsc audiencia de vista está relacionado con Ia defensa, la cual, sólo es

cfectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera cscrita y
oral. los argumentos pefiinentes, concretándose el principio de inmediación que
debe regir cn todo proccso co¡lstitucional.

10. Sobrc la intcrvención de las pafos, corresponde señalar que, en tanto que la
potcstad de administrar justicia constituye una manil¿stación del poder que el
Eslado ostellta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a se¡ oído con las debidas garantías-

11. Cabc añadir quc la participación directa de las pa¡tes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento quc
demooratiza el proceso. De lo contrario, se decidiria sobre la eslera de interés de
L¡na pelso11a sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaría
exc[¡yente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concrelo, las razones, los motivos y los
argumcntos quc justiñcan sus decisiones, porque el T bunal Conslitucional se

legitima no por ser un tribunal dc justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suliciente las razones de derecho y dc hecho relevantes en cada
caso qlle resuelve.

I 2. Lln ese sentido, la Cor¡e hrteramericana de Derechos Hr¡manos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado d tralü al ikdi\,idlto en todo momento como
un vrdadero sujeto del proce"^o, en el más amplio sent¡do de este concepto,, ko
jimpLemente como objeto del mismo"t , y cltre "porq que existct debiclo proceso legal
e.t prcci.to clue un jui\liciable pueda hdcer yaler sus derechos y defender sus
tnt¿rcsL.i rn./atma clettiro y en condic¡ofies de igualddd procesal con otros
in tt t, i¿hltt'"

I Corte IDH. Caso BaÍeto Leiva vs. Venczuela, sentencia del 17 <le noviembre de 2009,
párralb 29.
2 Corte IDH. Caso Hilaire, Consta¡tine y Benjamin y otros vs. Trinida<l y Tobago,
scntcncia del 2l dejunio de 2002, pánafo 146.

Íty1

del'ensa inhercntc a toda persona, cuya maniléstación primaria es el dorecho a ser

oido con todas las debidas ga¡antías al interior de cualquier proceso en el cual se

determinen sus dcrcchos, inte¡eses y obligaciones.
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N,\ TIJR,\Lt]ZA PROCLSAI, t}EI, RECT]Rso DE AGRAYIO CONSTITUCIONAI-

11. Fll modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede se¡

desvituado por ei Tribunal Constitucional si no es coÍ grave violación de sus

disposiciones. Dicho l ribunal cs su intérprete supremo, pero no su relbrmador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

l:1. Cuanclo se aplica a un proceso co¡stitucional de la libe¡tad la denominada

"sentencia inlerlocuto¡ia", cl lccurso de agravio constitucional (RAC) pierdc su

verdadcra cscl'lcia juridica, ya que el Tribural Constitucional no tiene competencia
para "rcvisar" ni mucho menos "recaliñcar" e1recu$o de agravio constitucional.

15. De confbrmidad con los a(ículos 18 y 20 dcl Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "conccde" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer dcl
R.AC y pronuüciarse sobre el fondo. Por cndc, no lc ha sido dada ia competencia de

rechazar dicho recu¡so, sino por el contrario de "conocer" 10 que la parle alega
comn un agr¿r io quc le .'aus:r indefin.iún.

16. Por otro lado, la "senlencia interlocl¡loda" es¡ablece como supuestos para su

aplicdción lórmL¡las imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mcjor dc ios casos,

requiere ser aclarado. justificado y concrctado en supuestos especifioos, a saber,
idcntificar en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no definirlo, ni jusliiicarlo,
convicrte el empleo de Ia precitada sentencid en arbitrario, toda vez que se podría
afeclar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de se¡
oido con las debidas ga.antías, pues cllo daria Iugar a decisiones subjetiras ¡
carcnlcs dc predictibilidad, af¿ctando notablemenle a los justiciables, quienes
tendrian que adivinar qué resolverá el T bunal Constitucional antes de presentar su

respecliva demanda.

17. Po¡ lo demás. mutatis mltlundi.^, el precedente vinculante conteÍido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repile lo señalado por el Tlibmal Constitucional en otros
Ialios, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PIiC/1C). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos conslitucionales de la libertad (supleto edad, via preria,
vias paralelas. litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cicrto. ctc.).

18. Sin embargo, el hecho de que 1os p¡ocesos constitucionales de la libetad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
molivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agraric,
constitr¡cioral.

fin
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19- Por tanto. si se ticnc cn cucnta que la justicia en sede constituclonal representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a iávor de que en e1 presente caso se convoque a audiencia para la
vista. lo que garantiza que el Tribuml Constitucional. en tanto imtancia última y
dcfinitiva. sea la adecuada para pode¡ escuchar a las personas alectadas e¡1 sus
derechos cscnciales cuando no encuent¡an justicia en el Poder Judicial;
espeoialmente si se liene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección dc de¡cchos
hunranos.

20. Como alirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de u¡o es, al mismo
tiempo, !¡na delensa total de la Constitución, pues si toda gamntía constitucional
cntraña ci acceso a la prestación jurisdicoional, cada cual al defende¡ su derecho
eslá del¡ndiendo el de los dcmás y el de la comünidad que resulta oprimida o
erlvilecida si¡ la protección j udicial auténtica".

S
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